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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 

El control político constituye una función implícita y esencial del Parlamento, 
erigiéndose como uno de los ejes neurálgicos del Estado democrático de derecho y 
como expresión refulgente del sistema republicano de pesos y contrapesos. Se trata 
de una función sustancial de la vida democrática, orientada a garantizar la vigilancia 
permanente, la fiscalización y el control ciudadano sobre el ejercicio del Poder 
Ejecutivo y de la Administración Pública, de donde se deriva la tutela efectiva del 
principio de responsabilidad política. 

Dicho principio encuentra sustento directo en la interpretación sistemática del 
principio de representatividad ciudadana consagrado en el artículo 9 de la 
Constitución Política, el cual dispone expresamente: 

“Artículo 9º- El Gobierno de la República es popular, representativo, 
participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres Poderes 
distintos e independientes entre sí: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial.” 
 (Así reformado por el artículo único de la Ley N.º 8364 de 1.º de julio de 
2003). 

Esta disposición incorpora un elemento central de la teoría jurídica contemporánea, 
al vincular el principio de jerarquía normativa con las funciones sustantivas del 
legislador, configurando una manifestación central de la teoría de la separación de 
poderes y de la deliberación política sobre la gestión gubernamental. En ese marco, 
el control político permite que las diversas fuerzas políticas, legitimadas por el 
sufragio y la voluntad popular, expresen libremente sus posiciones, confronten 
argumentos y ejerzan un control recíproco sobre la conducción de los asuntos 
públicos, fortaleciendo la transparencia, la legalidad de los actos administrativos y 
la protección del interés público. 

Asimismo, el control político se articula de manera directa con la exigencia 
constitucional de publicidad de los actos de gobierno, como condición indispensable 
para la rendición de cuentas del poder público ante la ciudadanía, reafirmando los 
elementos centrales del principio democrático. En este sentido, la responsabilidad 
política encuentra un respaldo expreso en el artículo 11 constitucional, que 
establece: 
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“Artículo 11. —Los funcionarios públicos son simples depositarios de la 
autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no 
pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento 
de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles 
la responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública, 
en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de 
resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad 
personal de los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley 
señalará los medios para que este control de resultados y rendición de 
cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas.” 

El artículo 11 también refuerza el principio de responsabilidad, estableciendo que la 
Administración Pública debe estar sometida a la ley y a controles internos y 
externos. En este sentido el control político funciona como una herramienta 
preventiva contra los abusos de poder y la corrupción, fortaleciendo la transparencia 
y la confianza ciudadana.  El control político no solo es una facultad de la Asamblea 
Legislativa, sino una exigencia constitucional que protege la democracia y asegura 
que el poder público se ejerza en beneficio del pueblo costarricense. 

De esta forma, el control político parlamentario se consolida como un instrumento 
constitucional indispensable para asegurar la sujeción del poder al orden jurídico, la 
rendición efectiva de cuentas y la vigencia real del principio de responsabilidad en 
el ejercicio de la función pública y el ánimo del legislador para publicitar y examinar 
la conducta de los funcionarios como parte esencial de las sesiones públicas del 
Plenario Legislativo y sus órganos compuestos así establecidos el articulo 26, 
párrafo primero de la Carta magna, cual referencia expresamente lo citado 
anteriormente:  

“Artículo 26. —Todos tienen derecho de reunirse pacíficamente y sin armas, ya sea 
para negocios privados, o para discutir asuntos políticos y examinar la conducta 
pública de los funcionarios.  

Reuniones en recintos privados no necesitan autorización previa. Las que se 
celebren en sitios públicos serán reglamentadas por la ley.” 

En cuanto al carácter de representatividad popular, la Constitución Política de Costa 
Rica establece en su artículo 2 lo siguiente: 

“Artículo 2. — La soberanía reside exclusivamente en la Nación.” 

Esta disposición consagra el principio fundamental de que el poder supremo del 
Estado no pertenece a los gobernantes ni a los funcionarios públicos en lo individual, 
sino al pueblo costarricense en su conjunto como sociedad civil. Por lo cual, todos 
los poderes del Estado ejercen sus funciones por delegación y en nombre de la 
Nación, que constituye el auténtico titular de la soberanía y el verdadero “cuerpo 
soberano” del orden constitucional.  
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Sobre la interpretación intersubjetiva de este artículo de la constitución política es 
referida al componente de estado nación y su intrínseca relación con el articulo 106 
constitucional y el carácter nacional del alcance del mandato del legislador además 
de la relación con el control político, estos artículos fundamentan su importancia. Si 
la soberanía reside en el pueblo, y los diputados son sus representantes, entonces 
el control político que ejerce la Asamblea Legislativa es una manifestación directa 
de la voluntad popular en la forma que se fiscaliza los principios elementales de la 
responsabilidad, decencia y moralidad en la dirección de los asuntos públicos, esta 
es la expresión del principio democrático de soberanía popular. 

En cuanto a la deliberación constituye un elemento esencial del procedimiento de 
control político ejercido por la Asamblea Legislativa, en tanto permite la fiscalización 
democrática de la actuación gubernamental dentro del marco institucional previsto 
por la Constitución Política de Costa Rica. Dicho ejercicio se desarrolla en el 
contexto del funcionamiento ordinario del Parlamento, conforme a lo dispuesto en 
los artículos 116 y 117 constitucionales, que establecen: 

“Artículo 116. —La Asamblea Legislativa se reunirá cada año el día primero 
de mayo, aun cuando no haya sido convocada, y sus sesiones ordinarias 
durarán seis meses, divididas en dos períodos: del primero de mayo al treinta 
y uno de julio, y del primero de setiembre al treinta de noviembre.  

Una legislatura comprende las sesiones ordinarias y extraordinarias 
celebradas entre el primero de mayo y el treinta de abril siguiente. “ 

(...) 

“Artículo 117. —La Asamblea no podrá efectuar sus sesiones sin la 
concurrencia de dos tercios del total de sus miembros.  

Si en el día señalado fuere imposible iniciar las sesiones o si abiertas no 
pudieren continuarse por falta de quórum, los miembros presentes 
conminarán a los ausentes, bajo las sanciones que establezca el 
Reglamento, para que concurran, y la Asamblea abrirá o continuará las 
sesiones cuando se reúna el número requerido.  

Las sesiones serán públicas salvo que por razones muy calificadas y de 
conveniencia general se acuerde que sean secretas por votación no menor 
de las dos terceras partes de los Diputados presentes.” 

Estas disposiciones constitucionales garantizan la continuidad, publicidad y 
regularidad de la deliberación parlamentaria, condiciones indispensables para el 
ejercicio efectivo del control político y la rendición de cuentas ante la sociedad en 
general. 

En ese marco, la deliberación parlamentaria permite a los diputados examinar, 
cuestionar y valorar la conducta del Poder Ejecutivo como parte del sistema de 
frenos y contrapesos propio del Estado constitucional. Este control se vincula 
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directamente con las atribuciones del legislador previstas en el artículo 121, incisos 
23 y 24, que disponen: 

“Artículo 121. —Además de las otras atribuciones que le confiere esta 
Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 

(...) 

23) Nombrar Comisiones de su seno para que investiguen cualquier asunto 
que la Asamblea les encomiende, y rindan el informe correspondiente. Las 
Comisiones tendrán libre acceso a todas las dependencias oficiales para 
realizar las investigaciones y recabar los datos que juzgue necesarios. 
Podrán recibir toda clase de pruebas y hacer comparecer ante sí a cualquier 
persona, con el objeto de interrogarla; 

(...) 

 24) Formular interpelaciones a los Ministros de Gobierno, y, además, por 
dos tercios de votos presentes, censurar a los mismos funcionarios, cuando 
a juicio de la Asamblea fueren culpables de actos inconstitucionales o 
ilegales, o de errores graves que hayan causado o puedan causar perjuicio 
evidente a los intereses públicos.  

Se exceptúan de ambos casos, los asuntos en tramitación de carácter 
diplomático o que se refieran a operaciones militares pendientes. 

(...)” 
 

Estas competencias no configuran un ámbito de discrecionalidad absoluta, sino que 
se encuentran sujetas al orden constitucional y al control político ejercido por 
diputados miembros. 

En este contexto, el control político cumple una función preventiva y correctiva frente 
a eventuales abusos de poder, particularmente cuando el Poder Ejecutivo bloquea, 
retrasa o desnaturaliza la voluntad democrática expresada por el Legislativo 
mediante la inacción administrativa. Precisamente, dicha conducta se encuentra 
constitucionalmente prevista y sancionada en el artículo 149, el cual establece: 

“Artículo 149. —El presidente de la República, y el Ministro de Gobierno que 
hubieran participado en los actos que en seguida se indican, serán también 
conjuntamente responsables: 

(...) 

4) Cuando se nieguen a publicar o ejecutar las leyes y demás actos 
legislativos; 
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(...)” 

En cuanto la Jurisprudencia constitucional ha indicado sobre los discursos de control 
político la razón y objetividad legitima de la vigilancia de los asuntos 
gubernamentales en el control ciudadano por parte de los legisladores así lo 
podemos ver en sentencia nro. 2005-13897: 

“… se concibe como un instrumento indispensable y de ‘uso cotidiano’ de los 
diputados. Consiste, en último término, en la verificación y formación de un 
juicio por parte del órgano legislativo respecto de las actuaciones de los 
Poderes Públicos y funcionarios públicos que los integran, en relación con 
los parámetros constitucionales, legales y políticos que deben enmarcar su 
actuación. El control político que ejerce la Asamblea Legislativa se ejerce no 
sólo respecto del Poder Ejecutivo, sino en general, sobre todos los órganos 
e instancias públicas. Esta labor tiene como objetivo primordial, tutelar el 
ejercicio de la soberanía popular, por quien está constitucionalmente 
reconocido, como su principal agente de tutela; de esta manera sirve de 
garantía de la democracia, al servir de foro de publicidad en la actividad de 
los Poderes Públicos, con el fin de que el pueblo -titular de la soberanía- 
pueda reconocer las actuaciones de tales Poderes y su justificación. 
(sentencia nro. 2005-13897)” 

En observancia y análisis del ordenamiento jurídico anteriormente expuesto, resulta 
señalar el control político como fundamento adscrito de la voluntad popular, asi 
también expuesto la sentencia nro. 2000-7215, en el cual cita el resguardo delegado 
al legislador para garantizar una efectiva rendición de cuentas por medio del control 
político como instrumento perenne y pericial de la actividad estatal, así lo podemos 
ver: 

“en “[s]iendo el Parlamento el órgano representante de la soberanía nacional, 
velar por el buen rumbo de la función pública no sólo le es posible, sino 
incluso constituye para él un deber ineludible, derivado de su naturaleza de 
órgano representativo” (sentencia nro. 2000-7215). 

Ante las responsabilidades políticas relevantes que surgen de actuaciones y 
decisiones del Poder Ejecutivo en sus diferentes formas es también un mecanismo 
idóneo para facultar la valoración técnica y la exigencia de responsabilidades. 

Es necesario entender el control político, el cual es regulado por el Reglamento de 
la Asamblea Legislativa pero en la actualidad en la versión presente existe una 
ausencia de  regulación clara y sistemática del control político  dejándolo 
implícitamente derivada de los artículos constitucionales en la aplicación, objeto y 
alcance  por lo que la interpretación reglamentaria  deja su desarrollo sujeto a 
interpretaciones coyunturales, mayorías circunstanciales y decisiones 
procedimentales adoptadas mediante votaciones calificadas en reformas 
reglamentarias que incidirían de forma regresiva en la actividad parlamentaria, lo 
cual puede traducirse en alteraciones sustantivas reglamentarias que variarían el 
alcance, la intensidad y las garantías del control parlamentario a lo que en un Estado 



          6 

democrático de derecho, las funciones constitucionales no pueden quedar a merced 
de cambios procedimentales eventuales ni de criterios políticos fluctuantes. 

Por lo anterior, se propone la reforma del artículo 35 del Reglamento de la Asamblea 
Legislativa de Costa Rica, ubicado en el Capítulo V, referido al Orden del Día, con 
el fin de incorporar de manera expresa el control político como función 
parlamentaria, dotándolo de reconocimiento normativo explícito dentro del régimen 
interior, y estableciendo su inclusión formal en el orden del día, no como un asunto 
meramente organizativo, sino como elemento esencial de fiscalización, 
deliberación, responsabilidad e interpelación, conforme a su naturaleza 
constitucional. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
ACUERDA: 

 
REFORMA DEL REGLAMENTO INTERNO DE LA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA PARA INCORPORAR EL CONTROL POLÍTICO EN EL ORDEN 
DE LA SESIÓN Y AGENDA PARLAMENTARIA DEL PLENARIO LEGISLATIVO  
 
 
ARTÍCULO UNICO- Modifíquese el artículo 35 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa para que en lo sucesivo se lea de la siguiente manera: 
 

ARTÍCULO 35.- Orden de la sesión y agenda parlamentaria 
 
El orden de la sesión plenaria es el siguiente: 
 
1. Discusión y aprobación del acta. 
2. Control Político.  
3. Suspensión de derechos y garantías, de conformidad con el inciso 7) del 

artículo 121 de la Constitución Política. 
4. Asuntos del Régimen Interno. 
5. Asuntos de control, fiscalización y demás contenido político, los cuales se 

tramitarán en el siguiente orden: 
a. Informe de correspondencia 
b. Nombramientos, renuncias y juramentaciones referidos en los 

incisos 3), 8) y 12) del artículo 121 de la Constitución Política. 
c. Permisos y autorizaciones establecidos en los incisos 5) y 6) del 

artículo 121 de la Constitución Política. 
d. Asuntos previstos en los incisos 9), 10) y 24) del artículo 121 de la 

Constitución Política y los nombramientos e informes de las 
comisiones investigadoras y especiales del inciso 23) del artículo 
121 de la Constitución Política. 

e. Apelaciones referidos en el artículo 28 de este Reglamento. 
f. Recursos de insistencia referidos en el artículo 229 de este 

Reglamento. 
g. Asuntos previstos en los incisos 16) y 21) del artículo 121 de la 

Constitución Política. 
h. Proposiciones de los diputados 
i. Otros asuntos no comprendidos en los subincisos anteriores, a 

juicio del Presidente. 
6. Discusión de proyectos de ley, los cuales se conocerán en el siguiente 

orden: 
a. Terceros debates, referidos en el inciso 7 del artículo 195 y en el 

artículo 168 de la Constitución Política. 
b. Segundos debates. 
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c. Primeros debates. 
 

Si transcurridos sesenta minutos de conocimiento de los asuntos indicados 
en los incisos 1, 2, 3, 4, y 5 sin agotarlos, se suspenderá su discusión para 
conocer de inmediato los proyectos de ley conforme al inciso 6. Durante estos 
primeros sesenta minutos no se conocerán proyectos de ley. 
 
Los asuntos que, por disposición constitucional o reglamentaria, deban ser 
conocidos en un plazo determinado, se incluirán en el punto del orden de la 
sesión correspondiente, en un lugar de preferencia, hasta su tramitación final. 
 
La Agenda Parlamentaria estará constituida por todos los asuntos que al 
Plenario le compete conocer y decidir. Para efecto de su ordenamiento, estos 
se consignarán en el capítulo que corresponda del orden de la sesión en la 
siguiente forma: 
 
(…) 

  
Rige a partir de su aprobación. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


